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Resumen 

Las relaciones laborales en el sec- 
tor público tienen como base constitu- 
cional el articulo 122 de la Constitu- 
ción Nacional referente a la carrera 
administrativa o funcionarial, desa- 
rrollada por el legislador ordinario 
mediante la promulgación de la Ley de 
Carrera Administrativa y su Regla- 
mento en el año de 1970, bajo el pos- 
tulado del Estatuto o régimen estatu- 
tario, que hacen intangible el orden 
preestablecido para regular la rela- 
ción de empleo público por parte del 
funcionario, según la doctrina del De- 
recho Público, y que en consecuencia, 
establece una contradicción con la 
contractualidad que caracteriza a la 
relación de trabajo del sector privado. 
La carrera funcionarial se ha visto 
comprometida por infiuencias parti- 

distas que han violentado en el perio- 
do democrático a partir de 1958, el 
sistema de mérito a que aspiraba la 
Ley Administrativa de carrera del 
funcionario. De modo que concuirien- 
do en la relación de empleo público los 
mismos elementos que particip~m en 
la relación de trabajo privada, debe- 
mos hacer un replanteo en cuanto a 
fijar y aplicar una tesis unitaria a las 
relaciones laborales del sector piíblico 
bajo la éjida de la legislación del tra- 
bajo ordinaria y los postulados del De- 
recho del Trabajo, que rompe con la 
aparente contradicción estatuto-con- 
tractualidad, ya que el trabajo es una 
actividad humana que debe ser irata- 
da como hecho social por un niismo 
ordenamiento jm'dico. 

Palabras claves: Estatuto, relación de empleo público, contradualidad, rea- 
lismo juridico objetivo. 
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Labor Relations in the Public Sector 

Labor relations in the public sector 
are based on article 122 of the Natio- 
nal Constitution referring to public 
officials and administrators, which 
was later developed by the legistature 
through the promulgation of the Civil 
Servant Law and its respective Regla- 
mentation in 1970, postulated under 
statutory law which rendered intangi- 
ble the pre-established order which 
regulated the public servant rela- 
tionship according to the dodrine of 
Public Rights, and subsequently es- 
tablished a contradiction with the con- 
tract law which characterized the pri- 
vate sector. The civil servant career 
has been compromised through politi- 
cal party interests during the demo- 

cratic regime since 1958, which llave 
violated the merit system which was 
established in the Civil Servant :Law. 
Since the same elements which occur 
in labor relations in the private sector 
also occur in the public employrnent 
sector, we should reconsider the possi- 
bility of establishing and applying a 
unified criteria in terms of labor -rela- 
tions in the public sector under ordi- 
nary labor relation legislation antl the 
postulates of the Labor Law, which 
would break with the apparent statu- 
tory-contractual contradiction, ~.ince 
work is ahuman activity wkch should 
be treated as a social phenomctnon 
under the same judicial ordinance. 

Key Words: Statutory, Public employment relations, contracting, Objeckive 
judicial realism. 

Marco Legal. Decisión poiítica y 
derecho estatutario 

Ha mucho tiempo se ha venido es- 
tudiando el régimen de las relaciones 
laborales en el sector público por di- 
versos autores de derecho del trabajo 
y administrativo, haciéndose un re- 
planteo de la relación jurídica que 
nace entre el Poder Público y el Fun- 
cionario de Carrera o Empleado Públi- 
co. 

Este delicado tema ha conllevado a 

los expositores y dodrinarios naciona- 
les y extranjeros, a poner de manifies- 
to la importancia de la Relación de 
Empleo Público en confrontación con 
la Relación de Trabajo en el sector 
privado. Sabido es el predominio de 
vigencia de la legislación laboral ordi- 
naria que tiene una tradición legisla- 
tiva a partir de 1936, ya que la le:? del 
trabajo de 1928 fue letra muerta. De 
manera que la primacia de la Ley del 
nabajo perdura y se acentúa con la 
promulgación de la nueva Ley Orgá- 
nica del Trabajo el 20 de diciembre de 
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1990 y vigente a partir del 1" de mayo 
de 1991; lo que significa que en este 
contexto normativo "encontramos, sin 
embargo, un enorme vacío en lo que 
ataííe a la Administración". (Marin 
Quijada, 1977) 

Es indudable que la Ley del Trabajo 
de 1936 pecaba de vado normativo 
toda vez que excluía a los funcionarios 
o empleados públicos de su ámbito de 
aplicación y sólo comprendía a los 
obreros al servicio de la Nación, los 
Estados y las Municipalidades. Situa- 
ción ésta que cambia con la puesta en 
vigencia de la Ley Orgánica del Traba- 
jo de 1990 que incluye a los funciona- 
rios públicos de carrera, en forma par- 
cial, en materia de negociación colec- 
tiva, huelga y solución de conflictos 
colectivos, pero además, sus benefi- 
cios también comprenden a los funcio- 
narios, en el supuesto de la no preven- 
ción de las normas sobre carrera ad- 
ministrativa nacionales, estadales o 
municipales. Es el contenido normati- 
vo del artículo 8 de la Ley. Se observa 
que el legislador laboral ordinario re- 
gulador de las prestaciones de servi- 
cios del sector privado, tiende al acer- 
camiento de las relaciones de trabajo 
de carácter privado con las relaciones 
de empleo del sector público, que cons- 
tituye una de las tendencias moder- 
nas en esta materia, como veremos 
más adelante. 

La legislación laboral tanto del sec- 
tor público como privado tiene en Ve- 
nezuela base constitucional; y no sólo 
en la Constitución de 1961, sino tam- 
bién en convenios internacionales ra- 
tificados por Venezuela. Es decir, la 
Constitución de 1961 es la norma fun- 

damental desarrollada en la Ley Or- 
gánica del Trabajo (LOT) como norma 
fundada, que determinan el marco le- 
gal de las relaciones laborales eii Ve- 
nezuela. 

Las relaciones laborales en el 
sector público están íntimamente 
ligadas a la idea, fundamental pc,r de- 
más, del interés general o de servicio 
público, que al decir de Enrique Marín 
Quijada, "es una posición que niega 
derechos al servicio oficial y relega sus 
intereses y aspiraciones a un piiesto 
más que secundario". (M- Quijada, 
1977) 

Precisamente es la propia Ccnsti- 
tución Nacional de donde deriva el 
Régimen Estatutario dentro del cual 
queda comprendido el Funcioiiario 
Público y las Relaciones Laborales 
que lo unen con la Administracióii Pú- 
blica. Su génesis legal, el artículo 122 
de la Constitución de 1961, segiúi el 
cual: "la ley establecerá la Ley de Ca- 
rrera Administrativa mediante las 
normas de ingreso, ascenso, traslado, 
suspensión, retiro de los empleados de 
la Administración Pública Nacional y 
proveerá su incorporación al sistema 
de seguridad social". Se promulga en- 
tonces en septiembre de 1970 la Ley 
de Carrera Administrativa, como una 
decisión política de las más importan- 
tes en el periodo democrático, habida 
consideración que en 1958 cuando se 
inicia este período no existía en 'lene- 
zuela un estatuto general para lo!; fun- 
cionarios públicos, de modo que los 
entes públicos, especialmente el Eje- 
cutivo Nacional, tenía una absoluta 
discrecionalidad para el nombrmnien- 
to y remoción de los  funcionario:^ y la 
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fijación de las condiciones de trabajo, 
excluidos como estaban de las previ- 
siones legales de la Ley del Trabajo, 
como lo expusimos anteriormente. 

Es incontrovertible que fue una de- 
cisión política que interesaba al nuevo 
sistema democrático. "Como decisión 
política, esta ley consagra un marco 
jurídico cuyo efecto sena establecer 
un sistema de administración y ges- 
tión basado en el mérito, lo cual signi- 
fica el abandono del "sistema del bo- 
tín" (Spoil System). (Rachadell, 1986) 

Los funcionarios de Carrera y los 
empleados públicos tanto del sector 
público centralizado, como descentra- 
lizado, éstos últimos reguladas su re- 
lación de empleo muchas veces por 
leyes de carrera administrativa regio- 
nales, han desplegado una tenaz lu- 
cha por sus reivindicaciones laborales 
tantas veces frustradas por la cliente- 
la partidista de los gobernantes de 
turno, que han trastocado la inten- 
ción política constitucional que en los 
primeros inicios de aplicación tuvo la 
Ley de Carrera Administrativa y su 
reglamento. Sin embargo, han alcan- 
zado importantes derechos, como los 
de huelga, contratación colectiva y 
cierta garantia de estabilidad en sus 
empleos; así como el derecho de sindi- 
cación en 1970, que determina que el 
sistema de relaciones laborales en el 
sector público se ha ido reafirmando, 
que ha derivado en el artículo 8 de la 
Ley Orgánica de la Ley del Trabajo 
que mantiene la tesis de regular las 
relaciones individuales de trabajo de 
los funcionarios públicos por las nor- 
mas de carrera administrativa, pero 

acuerda que por vía supletona se le 
reconozca los beneficios de la nueva 
Ley Orgánica del Trabajo. 

Según expone el autor patrio Rafael 
Alfonzo Guzmán, "la promulgacitin de 
la nueva Ley Orgánica del Trabajo, 
marca acaso, una de las últimas resis- 
tencias del viejo derecho estaluta- 
rio ante el avasallante empujo del 
Derecho del Trabajo, que se avizora ya 
como el derecho común de toda aiAivi- 
dad humana ejercida bajo una volun- 
tad ajena, pública o privada, por una 
remuneración". (Alfonzo Guzinán, 
1994). 

Decíamos ut supra que se viene 
produciendo un acercamiento entre el 
Derecho del Trabajo y el Derecho Pú- 
blico, a cuya rama pertenece el Dere- 
cho Administrativo, regulador bajo el 
esquema estatutario de la funcióil pú- 
blica, las relaciones individuale.3 del 
sector público, que encuentran su nor- 
ma fundante en el articulo 122 de la 
Constitución Nacional. 

El cerco estatutario impuesto por la 
Administración Pública Nacional., Es- 
tadal o Municipal a las relacionc!s la- 
borales en el sector público, hace evi- 
dente los pocos y muy contados llene- 
ficios de índole laboral "extensible su- 
pletoriamente al funcionario pútilico" 
(Caballero Ortiz citado por Ailbnzo 
Guzmán), en el entendido que la. ma- 
teria relacionada al ingreso, ascenso, 
traslado, suspensión, retiro, sistemas 
de remuneración, estabilidad y régi- 
men jurisdiccional; queda a la re., "ewa 
de las normas administrativas, que 
impone el régimen estatutario del De- 
recho Público a aquellas relaciones. 
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El sistema de mérito contenido 
en la decisión política 

En el período democr8tico que se 
inició en 1958 es indudable que los 
trabajadores en general determina- 
ban la orientación política del sistema 
y del gobierno a instalarse, era preciso 
considerarlos actores sociales de sig- 
niíicación y garantia absoluta de una 
eficiente democracia, cuya base de 
sustentación social, descansaba en el 
bienestar social de la población activa 
en general, tanto del sector privado 
como del sector público. 

Esa decisión política como expone 
Rachadeil, perdió vitalidad por el re- 
parto clientelar partidista para el in- 
greso a la función pública o de carrera 
que prescribió a partir de 1970 la Ley 
de Carrera Administrativa, "el siste- 
ma político venezolano sigue siendo 
renuente a adoptar sistemas objetivos 
de administración ... Por otra parte, 
cuando se establecen leyes que limi- 
tan esa discrecionalidad, como es el 
caso de la Ley de Carrera Administra- 
tiva, por vfa de la reglamentación o de 
la interpretación se buscan los meca- 
nismos para dejar sin efecto las dispo- 
siciones que consagran el sistema de 
mérito y de la estabilidad de los fun- 
cionarios". (Rachadeil, 1986) 

El sistema de mérito para ingresar 
a la carrera funcionarial previsto en la 
Ley de Carrera Administrativa y su 
reglamento es un objetivo viable de 
pertinencia en una auténtica reforma 
del Estado que sea un aserto para 
consolidar una democracia real y par- 
ticipativa. 

Ineticidad en la carrera 
funcionaria1 

La Ley de Carrera Administrativa 
tiene una vigencia de 25 años y p3nsa- 
mos no ha logrado los objetivos para el 
debido desarrollo de la función cle ca- 
rrera y de las relaciones individuales 
laborales en el sector público. Miichos 
de los logros de los funcionarios públi- 
cos han sido obtenidos al margen del 
régimen estatutario que encierra la 
Administración Pública. Ejeniplos 
elocuentes, las llamadas acta-conve- 
nios, la admisibilidad de la contrata- 
ción colectiva de trabajo y el derecho 
de huelga y la solución de dichoci con- 
flictos colectivos, que recepciona aho- 
ra  la legislación ordinaria del trsbajo 
en el precitado artículo 8 de 121 Ley 
Orgánica del Trabajo. Porque laidmi- 
nistración Pública no reconoce el mé- 
rito del funcionario, muchas veces 
atropellado en sus derechos labol-ales, 
por incipientes empleados producto 
del otorgamiento de cargos a la tolda 
partidista a la cual pertenecen. Asi- 
mismo, funcionarios permanentes y 
de carrera que luego de largos aíios al 
seMcio de la administración se les 
califica de confianza y de Libre remo- 
ción, bajo el imperio de un decreto 
cuya legalidad es de evidente duda. 

Por el contrario, bajo la vigencia de 
la precitada Ley se han originado en 
la presente crisis los m8s groseros ca- 
sos de corrupción en los sectores de la 
Administración Pública, no cónilonos 
con los niveles de eticidad (subraya- 
do nuestro), que exige la funciln al 
funcionario, como garante de la isatis- 
facción del interés general y de fiervi- 
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cio público que caracteriza al empleo 
público. 

El Estado de la democracia repre- 
sentativa actúa en una suerte de com- 
plicidad, que desmotiva al funcionario 
público y hace ineficaz el desarrollo de 
las relaciones laborales individuales 
en el sedor, con el consiguiente pe jui- 
cio al bienestar común. En este senti- 
do, dice el profesor Rachadell lo si- 
guiente: "Con respecto al incremento 
de la deshonestidad en la actuación de 
muchos funcionarios ha señala- 
do ...q ue la ausencia de una carrera 
administrativa es un desestímulo al 
mantenimiento de los niveles éticos 
indispensables en el Estado Moder- 
no". (Rachadell, 1986). Pero si una 
carrera administrativa se ve compro- 
metida no sólo por ineficaz aplicación, 
sino también por altos niveles de co- 
rrupción como los actuales, es incon- 
trovertible que el sistema de mérito no 
funciona, a pesar de su pertinencia en 
la democracia real y participativa que 
aspiramos todos los venezolanos. 

El sistema estatutario impuesto 
por la Administración Pública a partir 
de las tesis de la doctrina del Derecho 
Público y su rama el Derecho Adminis- 
trativo, no ha sido valioso para el fun- 
cionario público venezolano, en sus 
relaciones de empleo o trabajo con la 
mencionada administración. Se ha 
operado desde esta perspectiva el uso 
de los mecanismos de la legislación 
laboral ordinaria aplicada en el sector 
privado para obtener derechos labora- 
les, que la Administración Pública les 
ha negado por el sometimiento de sus 
derechos a la discrecionalidad de los 

r Izan entes públicos para los cuales red '  
su prestación de servicio. 

Las relaciones laborales del riector 
público se han desarrollado sobre un 
mar de crisis cuyos efluvios se origi- 
nan en el ejercicio de la función públi- 
ca, bajo móviles de ineticidad a los 
cuales ha contribuido significativa- 
mente esta concepción del Estado De- 
mocrático que nos rige bajo el imperio 
de la llamada soberanía popular; y por 
supuesto, bajo una corriente doctrina- 
ria publicista en decadencia, coino lo 
es, la relación jun'dica entre la Admi- 
nistración y el funcionario, no contrac- 
tual sino estatutaria. Falsa contradic- 
ción también en Venezuela que cle se- 
guida planteamos a la luz de los últi- 
mos logros de los funcionarios públi- 
cos en materia de contratación colec- 
tiva a pesar de esta estructura cei~ada 
del Estatuto del Funcionario. 

Tricotomía del Derecho 

La naturaleza pública de la furlción 
de carrera y su régimen estatutario 
donde todos los derechos y deberes de 
los funcionarios están previam.ente 
establecidos, y por supuesto, quedan 
enmarcadas las relaciones laborales 
en el sector público, ha llevado a los 
publicistas del Derecho Administrati- 
vo, a separar estas relaciones, de las 
que se originan en el sector privado, 
como relaciones de trabajo, haciendo 
imposible la aplicación de la legisla- 
ción laboral ordinaria del sector priva- 
do a los empleados y funcionarios de 
la Administración Pública. 

Ese modo de pensar deriva (Le la 
tradicional división en el derecho, en- 
tre el Derecho Público y Derecho Pri- 
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vado, hoy obsoleta y sin ninguna vi- 
gencia. En el sentido de considerar la 
relación de empleo subordinado con el 
Estado o Administración Pública, 
como pública; y la relación de trabajo 
con el patrono privado de carácter pri- 
vado. El actual desarrollo jurídico, so- 
cial y económico no permite tal sepa- 
ración que tenía pertinencia en una 
realidad juridico-social distinta a la de 
nuestros días. 

La propia Ley Orgánica del Trabajo 
de Venezuela hoy se aleja de la divi- 
sión clásica cuando el artículo 8 antes 
mencionado permite que el funciona- 
no unido por una relación laboral con 
la Administración Pública, goce de los 
beneficios que establece la legislación 
ordinaria que se aplica al sector priva- 
do. Como dice Rafael Alfonzo Guz- 
mán, hay un "acercamiento institucio- 
nal" entre ambos ordenamientos. 

Por eso se ha operado una sustitu- 
ción de la tradicional división entre 
Derecho Público y Derecho Privado 
por la tesis de la "tricotomía del De- 
recho", a saber: El Estado interven- 
cionista actuando como un sujeto pri- 
vado al estilo de cualquier persona 
natural o jurídica; el Estado sometido 
al derecho que crea, es decir, es desti- 
natario de sus propias normas y las 
normas de orden público invadiendo 
la esfera de las relaciones de derecho 
privado. Ante esta tricotomia de la 
actuación e intervención del Estado en 
las relaciones propias del derecho pri- 
vado, es necesario hacer el replanteo 
sobre el ordenamiento jurídico aplica- 
ble a las relaciones laborales del sec- 
tor público, por supuesto sin descartar 
que su base debe ser un sistema de  

mérito a ñn de mantener los niveles 
éticos indispensables en el Estado mo- 
derno y en una democracia que ¿.spira 
definitivamente a ser distinta a la ac- 
tual; que sea estable y de contenido 
social, que permita la partici~ación 
individual y colectiva y precisarriente, 
las relaciones laborales en el rrector 
público están llamadas a ser atendi- 
das en la esencia de sus actores aocia- 
les y laborales, los funcionarios, de 
manera que se permita en una unifor- 
midad con el régimen de las relaciones 
de trabajo del sector privado, u11 me- 
joramiento material y espiritual de 
toda la población activa, que al fin y al 
cabo, nutre significativamente €1 bie- 
nestar común. 

En la democracia venezolana del 
futuro, el Estado venezolano debe con- 
solidar la institucionalidad, el diálogo 
del "tú y yo" en una actuación ciialo- 
gante y participativa. Pero no puede 
regular entonces sus relaciones labo- 
rales con el Estado, en un "este.tutoM 
público que tiene como valor priinario 
la intangibilidad del Estado, el cual, 
en cumplimiento de sus fines púklicos, 
como persona fundamental de la rela- 
ción de empleo público cumple y dirige 
mediante "cercos estatutarios" (su- 
brayado nuestro) la organización del 
trabajo humano; sistema objetivo es- 
tatutario que el funcionario públ.co no 
puede modificar, porque no lo m e  en 
sus relaciones laborales con la P~dmi- 
nistración Pública, un contr~ito o 
acuerdo de voluntades, sino la incor- 
poración unilateral al estatuto del 
funcionario, que en Venezuela repre- 
senta como expresión positiva en la 
legislación vigente, la Ley de Carrera 
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Administrativa y su reglamento gene- 
ral y por una gran variedad de textos 
y decretos administrativos, que en el 
periodo democrático han desfavoreci- 
do su aplicación. Ha sido por el contra- 
rio, la legislación del trabajo aplicable 
al sector privado, quien ha aportado el 
uso de sus categorías jurídicas e insti- 
tuciones y principios a los funciona- 
rios públicos para obtener importan- 
tes derechos frente al Estado. 

Proponemos entonces que a las re- 
laciones laborales del sector público le 
sea aplicada l a  legislación laboral or- 
dinaria, haciendo compatible el Dere- 
cho del Trabajo con la relación de em- 
pleo público. 

El problema de la compatibilidad 

Debemos encontrar si existe com- 
patibilidad entre el Derecho del Tra- 
bajo que regula la relación de trabajo 
de carácter privado y la relación de 
empleo público, dado que uno de los 
sujeto-patrono es el Estado. 

¿Es posible esa compatibilidad? 
Ya hemos dicho que la doctrina tra- 

dicional iuspublicista y de Derecho 
Administrativo afirman que la rela- 
ción entre el funcionario y la Adminis- 
tración Pública, es estatutaria; es de- 
cir, una situación juridica, objetiva e 
impersonal, modificable sólo por el Es- 
tado, según las exigencias del interés 
colectivo o general. Siendo un orden 
normativo preestablecido al cual se 
incorpora unilateralmente el funcio- 
nario o empleado público, resulta im- 
posible constituir la relación laboral 
del sector público por la vía contrac- 
tual o convencional. Pues es la propia 
Ley de Carrera Administrativa y la 

Constitución Nacional de 1961, en su 
artículo 122, que no permiten el iiigre- 
so a la Administración Pública, por 
medio de un contrato, porque ello per- 
mitiría la sustitución legal adiriinis- 
trativa ex-contractu. Lo que en :resu- 
men contradice los postulados del De- 
recho Público en esta materia. 

Este criterio al decir de Helios A. 
Sarthou se fundamenta en la tesis del 
subjetivismo formal, que eleva a "la 
categoría del máximo valor el piinci- 
pio de intangibilidad del  E:sta- 
d o  ... excluye la aplicación del Derecho 
del Trabajo y toda asimilación de la 
relación de empleo público con el con- 
trato de trabajo en virtud de la con- 
tractuaiidad de éste *íltimo". (Sart- 
hou, 1977) 

Según el autor mencionado se ope- 
ra un subjetivismo formal autom.5tico 
que provoca la exclusión de toda con- 
tractualidad o contrato para ingresar 
a la Administración pública, de xriodo, 
que la voluntad del trabajador público 
o funcionario queda relegada a u11 se- 
gundo plano. 

Pero si se observa la realidad social 
y jurídica actual es indudable que el 
principio de la conservación estatnta- 
ria preestablecida, no ha impedido el 
avasallante empuje del Derechc del 
Trabajo, que se avizora como el clere- 
cho común de toda actividad huiriana 
"ejercida bajo una voluntad ajena, pú- 
blica o privada, por una remurera- 
ción". (Alfonzo Guzmán, 1994). E,jem- 
plos antes, legales ahora, denuncian 
la presencia permanente de la con- 
tradualidad o el contrato no sólo para 
constituir la relación de empleo piíbli- 
co, llamados por la jurisprudenci:i ve- 
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nezolana contratos de administra- 
ción, sino en el curso de la relación 
laboral pública, la fijación de las con- 
diciones de trabajo por vía de la nego- 
ciación colectiva, actas convenios y 
contratos colectivos. Los celebrados 
por el Instituto de los Seguros Sociales 
y la Federación Médica Venezolana; 
las Universidades Nacionales y su 
personal docente y de investigación, al 
igual la de sus empleados administra- 
tivos, el personal docente de la educa- 
ción media y el Ministerio de Educa- 
ción, determinan palmaria y objetiva- 
mente la presencia del acuerdo de vo- 
luntades propio de los contratos en las 
relaciones laborales con el Estado, a 
pesar del régimen estatutario que ca- 
racteriza a los textos legales adminis- 
trativos; que ya es principio agonizan- 
te de la anacrónica postura doctrinal 
del Derecho Público, que hace del Es- 
tado el "potentior persona". 

Venezuela no escapa a esta evolu- 
ción cimentada en un realismo jurí- 
dico, que afirma la "realidad mate- 
rial de la relación laboral públi- 
ca". El Estado, dice Pottoff, "es confor- 
mador del Derecho, pero esa creación 
del orden juridico no determina una 
inmanencia identificatoria del Estado 
con el orden jurídico creado. Por el 
contrario, el Estado es trascendente 
respecto del orden jurídico que creó y 
como tal destinatario de sus propias 
normas ... el orden jurídico regula el 
orden social como un orden organiza- 
do conforme a un principio justo, y en 
esa justicia esta impiícita la autolimi- 
tación del Estado para acatar las nor- 
mas que el mismo crea...". (Pottoff ci- 
tado por Sarthou) 

Significa entonces que si el Estado 
venezolano ha sancionado una Ley 
Orgánica del Trabajo para regular la 
prestación de servicio en forma subor- 
dinada al servicio del patrono pri-~ado, 
es legal y natural que cuando el :"Jta- 
do actúa como patrono en una presta- 
ción de servicios subordinada pública, 
debe ser comprendido en el ámbito de 
aplicación de dicha Ley, pues ella re- 
gula esa relación jurídica, aun cuando 
el Estado cumpla sus íines esentiales 
de servicio público o de interés gene- 
ral. Al respecto dice Martins Cathari- 
no "no actuar el Estado como exigen 
que actúen los particulares es inmoral 
y jurídicamente subversivo". (C stha- 
rino citado por Sarthou) 

Si observamos la estructura inate- 
rial de la relación de empleo piiblico 
como una prestación subordinrida y 
remunerada al igual que las relacio- 
nes laborales de carhcter privado, con- 
cluimos que participan los mismos 
elementos que caracterizan a esta úl- 
tima relación de trabajo: prestación de 
servicio personal, ajena y subordinada 
y remunerada. Por tanto, no se justi- 
fica que los fines de lucro en el patro- 
no privado, modifiquen la esencia de 
la prestación de servicios, que a .Fin de 
cuentas es actividad humana. 

Es inconcebible que el mismo Esta- 
do suspenda la aplicación sobre sl mis- 
mo de la legislación laboral ordinaria 
que dictó con carhcter imperativo 
para el patrono privado, por razones 
de interés general u organizati\.os en 
ejercicio de la tutela de la orgtmiza- 
ción estatal administrativa y (le los 
fines públicos, especialmente aiando 
en la actual revolución social y jurídi- 
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ca se aspira y se ha concretado un 
trato justo universal del trabajo su- 
bordinado, tanto del sector público, 
como privado. He allí el reconocimien- 
to del derecho de huelga de los funcio- 
narios públicos establecido en el Con- 
venio No. 87, reconocido y ratificado 
por Venezuela e igualmente en el artí- 
culo 90 de la Constitución Nacional, el 
favorecimiento y desarrollo de las re- 
laciones colectivas de trabajo y el Con- 
venio No. 98 de la OIT ratificado por 
Venezuela, que estimula y fomenta los 
procedimientos de negociación colecti- 
va para reglamentar las condiciones 
de trabajo, normativa que se extiende 
a la función pública, y donde está pre- 
sente el principio de la contractuali- 
dad. 

Es indudable que las relaciones la- 
borales del sector público deben ser 
objeto de aplicación a nivel del ámbito 
de aplicación de la normativa y prin- 
cipios del Derecho del Trabajo, ya que 
la concepción tradicional del régimen 
estatutario ha sido alterada, en mate- 
ria de regulación de las relaciones la- 
borales en el sector público, por la vía 
convencional y de origen consuetudi- 
naria, como hemos visto u t  supra. Es 
una posición filosófica quiz4 democra- 
tizadora de la relación individuo-Es- 
tado; como dice Sarthou, estamos en 
una acentuación de sentido ético de 
valor del hombre sobre el valor orga- 
nización. 

Al mismo tiempo, señala el autor 
Ribeiro de Vilhena, la sociedad se or- 
ganiza jurídicamente bajo la forma del 
Estado, pero el Estado instrumento, el 
Estado medio como debe ser conside- 
rado en una concepción democráti- 

ca no puede dejar de incluir entre sus 
fines, el respeto de su propio derecho 
regulador de la conducta del hombre y 
del trabajo como expresión de su per- 
sonalidad y objetivo económico, qiiien- 
quiera que sea el utilizador de la her- 
za laboral. 

Todo esto deriva en una tesis unita- 
ria de aplicación del Derecho del 'ha- 
bajo a la relación de empleo púl)lico, 
bajo el fundamento de la concurrc!ncia 
en la relación laboral pública d. los 
mismos elementos que participan de 
la relación de trabajo de carácteiU pri- 
vado, sometido al ámbito de aplictición 
del Derecho del Trabajo y su legisla- 
ción. 

En una relación de empleo pú'tdico, 
el funcionario despliega una actividad 
humana personal al servicio del Esta- 
do; la pone a disposición del misnio en 
forma material o intelectual para el 
logro de los fines públicos y de interés 
general que encarna; lo presta dentro 
de los cuadros estatutarios de la admi- 
nistración, pero también por la v ía  del 
convenio o contrato y en estado de 
subordinación mediante el pag:, de 
una remuneración. Dabajo voltata- 
no  del funcionario, ajenidad, subordi- 
nación, y remuneración. En ccnse- 
cuencia, es posible en una futura re- 
forma del Estado y de una nuevri de- 
mocracia, una regulación común de 
ambas relaciones de trabajo, coniple- 
mentada por un sistema de méritos 
que hagan posible el efectivo logro de 
los derechos y deberes en las relscio- 
nes laborales en el sector público. 

Como dice el Profesor Rachadell, la 
reforma del Estado exige un replan- 
teamiento de las relaciones enk-e el 
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sistema político y la sociedad, por una 
parte; y entre el sistema político y la 
Administración Pública, por la otra. 
Deberá entonces el Estado reajustar 
sus fines y objetivos en corresponden- 
cia con los cambios sociales y las con- 
quistas del Derecho del Trabajo a fin 
de no alterar los derechos de los tra- 
bajadores. Pero el Derecho del Trabajo 
y la legislación laboral ordinaria serán 
canales normativos abiertos al cum- 
plimiento de los fines de interés gene- 
ral, porque es necesario admitir cier- 
tos límites normativos, subjetivos y 
objetivos que son propios de cada 
rama jurídica, pero que no desvirtúan 
la tesis unitaria planteada como reto 
de la democracia, pues el fenómeno 
social trabajo es uno sólo, también uno 
debe ser el ordenamiento jurídico apli- 
cable. Tal determinación socio-jurídi- 
co se encuentra plasmada en el artícu- 
lo lo de la Ley Orgánica del Trabajo 
Venezolana al considerar al trabajo, 
como un hecho social, desarrollando 
el artículo 85 de la Constitución Na- 
cional cuando dispone que el trabajo 
será objeto de protección especial, sin 
distinguir entre relaciones laborales 
del sector público y privado. 

La carrera funcionarial regida es- 
tatutariamente por la legislación ad- 
ministrativa ha sido inoperante para 
los derechos y deberes que acuerda al 
funcionario público; el sistema de mé- 
rito fue sustituido por la influencia 
partidista causando grave daño a los 
valores éticos que deben caracterizar 
al funcionario hecho para la función 
pública, y una suerte indetenible de 

corruptelas vigente hasta nueritros 
días es la característica del ejercicio de 
la función a la cual se une el funciona- 
rio por la relación de empleo pút)lico. 
Ante la posición doctrinaria del 1)ere- 
cho Mblico, es necesario hacer niodi- 
ficaciones urgentes acordes con el 
cambio social y considerando que en la 
relación de empleo público concurren 
los elementos de la relación de trabajo 
de carácter privado, debe hacerse un 
replanteo de aplicación del Derecho 
del Trabajo y su legislación a la preci- 
tada relación; dado que la contr:idic- 
ción estatuto-contractualidad es f dsa, 
porque la incorporación del funciona- 
rio puede y se hace también acxal- 
mente por la vía del contrato. La uni- 
dad y aplicación del derecho comilm de 
las prestaciones de servicio (Derecho 
del Trabajo) es pertinente, trátese re- 
laciones públicas o privadas. 
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